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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Daniel Peña Fernández. 


MIEMBROS: Señores Representantes Washington Abdala, Rubén Martínez Huelmo, Jorge Pandolfo, 
Enrique Pintado y Jaime Mario Trobo. 


DELEGADOS Señores Representantes Diego Cánepa, Carlos Enciso Christiansen e Iván Posada. 
DE SECTOR: 


ASISTEN: Señores Representantes Daniel García Pintos y Jorge Machiñena. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Relaciones Exteriores señores, Reinaldo Gargano, Ministro; profesora 
María Belela Herrera, Subsecretaria; José Luis Cancela, Director General de Secretaría; 
Embajador Bruno Faraone, Director General de Política Exterior; Embajador Diego 
Zorrilla, Director General de Cooperación Internacional; Embajador Octavio Brugnini, 
Director de Relaciones Institucionales; Ministro Consejero Osvaldo González Garderes, 
Subdirector de Relaciones Institucionales; Federico Gomensoro, Jefe de Gabinete y Ariel 
Bidegaray, Secretario del Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Peña Fernández).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Asuntos Internacionales agradece la presencia del Ministro de Relaciones Exteriores, señor 
Reinaldo Gargano; de la señora Subsecretaria, doctora Belela Herrera; del Director General de Secretaría, 
José Luis Cancela; del señor Director General de Política Exterior, Embajador Bruno Faraone; del señor 
Director de Relaciones Institucionales, Embajador Octavio Brugnini; del Director General de Cooperación 
Internacional, Embajador Diego Zorrilla; del Subdirector de Relaciones Institucionales, Ministro Consejero 
Osvaldo González Garderes; del Jefe de Gabinete, señor Federico Gomensoro y del Secretario privado del 
Ministro, señor Ariel Bidegaray. 


La convocatoria se realizó para considerar la integración de las Comisiones binacionales, la situación de los 
uruguayos en España y la opinión del Ministerio en cuanto al proyecto de creación de un Estatuto de 
Cooperación Internacional, que está a estudio de esta Comisión. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Es de estilo que cuando un legislador convoca a un Secretario de Estado 
por determinado punto explique las razones que lo llevaron a hacerlo. Si no lo hiciera, quizás el 
Canciller no contaría con toda la información necesaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Proceda, señor Diputado. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- El Tratado de Límites del Río de la Plata -no tan así el del Río Uruguay- 
fue el más trabajoso de armar con la hermana República Argentina. Hubo fricciones durante 
muchísimas décadas; en algunos casos, pasamos de siglo en siglo. Las pretensiones argentinas - 
plasmadas, inclusive, en aquella doctrina Zeballos- eran que a los uruguayos nos correspondía costa 
seca en el Río de la Plata. Los intereses económicos y comerciales siempre juegan en esto un papel 
fundamental. La República Oriental permanentemente defendió su soberanía, no cediendo nunca 
hasta que no se concretara un Tratado de Límites que nos pusiera en pie de igualdad. 


Durante muchos años se trabajó en silencio por parte de negociadores argentinos y uruguayos que 
sesionaban, hoy en Montevideo, mañana en Buenos Aires, y fueron pasando por arriba de viejos problemas 
históricos, intentando buscar un acercamiento que permitiera elaborar una ingeniería como la que en 
definitiva se concretó para el Tratado de Límites del Río de la Plata, que fue realmente sobresaliente y que, al 
día de hoy, es motivo de orgullo para todos los rioplatenses y objeto de consulta para especialistas de todo el 
mundo que se ocupan de estos temas. 


¡Cómo serían la suspicacia y los encontronazos con los grupos de presión argentinos que en más de una 
oportunidad estuvimos al borde del enfrentamiento bélico puntual en el Río de la Plata! Recuerdo que en 
1972 hubo un caso en el que intervinieron barcos de la Armada Nacional y aeronaves argentinas; fue una 
situación verdaderamente preocupante, y eso que el estudio de este Tratado, que habría de vencer todas las 
resistencias, ya se había comenzado. 


El Presidente argentino Juan Domingo Perón fue quien en noviembre de 1973 firmó con el Presidente 
uruguayo Juan María Bordaberry el Tratado de Límites del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Perón era un 
hombre de personalidad fuerte y, aún con suspicacias que en su propia casa se hicieron valer como presiones, 
firmó el Tratado y, por ende, Uruguay y Argentina tuvieron certeza jurídica en este límite tan importante que 
compartimos. 


Este Tratado de Límites del Río de la Plata salió de lo común, porque tiene una ingeniería distinta a la de los 
que existían hasta el momento, en virtud de que fija franjas de soberanía plena frente a las costas uruguayas y 
argentinas, y un espejo de aguas para uso común en el resto del río. Se fueron contemplando las necesidades 
y hasta el orgullo y los intereses de todas las partes. Entre otras cosas, esos tratados dieron como resultado la 
conformación de Comisiones internacionales con Argentina, llamadas Comisiones binacionales. 


En primer término, encontramos la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, que tiene sede en Buenos 
Aires, cuenta con una delegación de cinco miembros de cada una de las Repúblicas. Nace del Convenio para 
el Aprovechamiento de los Rápidos del Río Uruguay, que data de 1946, y en cuyo artículo 2” establece que 
sus competencias son la construcción de las obras y administración de las mismas. 


En segundo lugar, tenemos la CARU, Comisión Administradora del Río Uruguay, con delegaciones de cinco 
integrantes de cada país. Fue acordada dentro del Estatuto del Río Uruguay, ratificado en 1974, 
específicamente en el Capítulo XIII. El Estatuto del Río Uruguay es parte del Tratado de Límites del Río 
Uruguay, de 7 de abril de 1961; así figura en su artículo 7”. El Tratado de Límites es la Ley N* 13.462; sus 
cometidos son la administración binacional de los diferentes usos y recursos del río, tales como navegación, 
pesca, contaminación, extracción de arena y canto rodado, salvamento de la vida humana, etcétera. 


En tercer término, citaremos a la CARP, Comisión Admnistradora del Río de la Plata, que también es muy 
importante y tiene su sede en la isla Martín García, que en algunas oportunidades tuvimos la suerte de visitar. 
Todos sabemos lo que la isla Martín García significó en la historia de nuestra República y no es poca cosa 
que se instalara la sede permanente de la CARP en ese parque natural, sin perjuicio de que allí haya 
jurisdicción argentina. En definitiva, se logró que allí ondearan las dos banderas: nuestro pabellón nacional y 
la bandera argentina. Esta Comisión tiene la subsede en Buenos Aires y cada una de sus delegaciones tiene 
cinco miembros. Es parte del Tratado de Límites del Río de la Plata y su Frente Marítimo, de 19 de 


noviembre de 1973, y está incluida en el Capítulo XII. Tiene por competencias la administración del uso del 
río, canales, pesca, contaminación, extracción de arena, salvataje, etcétera. El Tratado es la Ley N* 14.145. 


En cuarto lugar, encontramos la Comisión Técnica Mixta del Frente Marítimo, con sede en Montevideo y 
delegaciones integradas por cinco delegados. Es parte del Tratado de Límites del Río de la Plata y su Frente 
Marítimo, y está incluida en el Capítulo XIX. Entre sus competencias regula la actividad pesquera en la zona 
común de pesca y debe regular extracciones minerales o de hidrocarburos del subsuelo de la plataforma 
continental en caso de yacimientos compartidos. 


Los Tratados le han dado mucha vida a estos cursos de agua y tienen que ver, entre otras cosas, con la 
administración de los canales; por ejemplo, cuando hay un accidente hay que ver en qué jurisdicción ocurrió 
y si el barco subía o bajaba para determinar quién debe hacerse cargo. 


Por Decreto de 31 de mayo de 2005, este Gobierno cesó a los delegados de todas las delegaciones uruguayas, 
sin nombrar sucesores. Estas Comisiones -la CARU, la CARP y la Técnica Mixta del Frente Marítimo- son 
parte de Tratados de soberanía y límites, cuyo carácter es obligatorio y no denunciable, debiendo ser 
cumplidos de buena fe, según el artículo 26 de la Convención de Viena. De acuerdo con el artículo 27 de la 
Convención, una parte no podrá invocar disposiciones de su derecho interno para justificar el incumplimiento 
de un Tratado. El cese de las delegaciones actúa como incumplimiento o suspensión de la aplicación del 
Tratado -artículo 43 de la Convención-, no menoscabando el deber de cumplir con toda obligación enunciada 
en el Tratado. Ante posibles medidas o disposiciones tomadas unilateralmente por Argentina ante la ausencia 
de delegaciones nuestras, Uruguay no puede alegar causas para impedir su aplicación, cualquiera fuera la 
afectación a la soberanía u otros derechos acordados. 


La suspensión unilateral por una parte -que en este caso opera a partir del cese de las delegaciones-, eximirá a 
la otra del cumplimiento de obligaciones durante el período de la suspensión, según lo establecido en el 
artículo 72 de la Convención. El incumplimiento de las fechas acordadas de sesión, la ausencia de 
cumplimiento de agendas pendientes, asuntos pendientes, investigaciones, etcétera, resulta una desatención 
que puede llegar al grado de irreverente frente a la República Argentina, que podría presentar notas de 
protesta y alterar las relaciones. No estamos diciendo que lo hayan hecho; estamos diciendo que podrían 
hacerlo. 


En lo interno, el cese sin relevos y traspaso de responsabilidades debilita en forma muy importante la 
presencia uruguaya en las Comisiones. Allí, temas como administración del canal principal, navegación y 
cargas, importación y exportación, pesca -materia nada despreciable para nosotros-, extracción de arena por 
dragado o explotación, producción de energía en Salto Grande, etcétera, quedan sin ningún resguardo de 
intereses nacionales, sometidos a disposiciones eximidas de cumplimiento por parte de Argentina porque no 
teníamos delegaciones en esas Comisiones binacionales. 


Hace ya alrededor de cuarenta y cinco días que el Poder Ejecutivo dispuso el cese de todos los delegados 
uruguayos de las Comisiones Técnica Mixta de Salto Grande, Administradora del Río de la Plata, 
Administradora del Río Uruguay y Técnica Mixta del Frente Marítimo. Hasta el día de hoy, que sepamos - 
quizás el señor Ministro venga con alguna información que nos dé tranquilidad-, no se han nombrado nuevas 
delegaciones. 


Las Comisiones son responsabilidad de la Cancillería, aunque compartida con otras Carteras, y su actual 
desintegración es una seria omisión que puede llegar a ser grave si se presentara un problema, ya que 
solamente hay contraparte argentina, sin una voz uruguaya en ninguna de ellas. 


La Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, tiene la represa nacional que suministra la mitad de la energía 
consumida aquí y, por ese concepto, el año pasado ingresó más de US$ 100:000.000 al erario. Las otras 
Comisiones surgen de los tratados de límites suscritos -como se dijo- con Argentina, y tienen competencias 
vitales, entre otros muchos campos, en la regulación del tráfico marítimo, la administración de los puentes 
binacionales y la fijación de los volúmenes de captura en la zona común de pesca. Parecería que esa 
soberanía, tantas veces invocada en el caso de las comisiones mixtas, se deja a un lado. 


Podemos entender las razones políticas que pueden haber animado al Poder Ejecutivo y, en especial, a la 
Cancillería a tomar esa actitud. Hemos escuchado que, por parte de las autoridades uruguayas, se intentó 
algún tipo de relación o de reunión con las autoridades argentinas, tratando -se nos dirá si esta información es 


correcta o no- achicar la cantidad de integrantes de esas delegaciones. En estos casos también los argentinos 
se manejan con mucho profesionalismo y madurez y tienen muy claro lo que quieren mover y lo que no. Nos 
preocupa enormemente que se haya abandonado en una suerte de actitud contestataria de dar un portazo al no 
obtenerse algo que tal vez se hubiera ido a plantear. Si eso es así -nos lo aclararán-, no es lo mejor que se 
pudo haber hecho. El tema radica, fundamentalmente, en que si lo que se quería -aunque veo que el tema de 
fondo no era ese- era sustituir las anteriores delegaciones -que fueron cesadas, pero no sustituidas- por gente 
que el nuevo Gobierno entiende que debe ocupar esos lugares, nos hubiera parecido la cosa más correcta y 
normal del mundo. Así se procedió en el Banco de la República, en la Administración de la Enseñanza 
Pública y en todos los organismos públicos a los que nos queremos referir. En este caso no fue así; se cesó, 
dejando sin cabeza las delegaciones uruguayas. La relación que había entre las delegaciones cesadas 
uruguayas y las argentinas fue, como ha sido a lo largo de los años -sin importar quiénes las integraban-, de 
excelente nivel de entendimiento. 


Quiere decir que nadie ha tratado de aprovecharse al dejarse abandonadas esas responsabilidades por parte de 
la Cancillería. ¿Pero si hubiera pasado de otra manera? ¿Si nos hubiéramos encontrado con un problema de 
navegación en el canal principal? ¿O, como no había delegación uruguaya que decidiera -en ese caso juega 
un importante papel la Convención de Viena- si la delegación argentina sola, sin contraparte uruguaya, 
hubiera resuelto una veda de la merluza, tema que ellos han venido buscando porque al sur tienen toda la 
merluza para ellos? Porque nosotros solo la tenemos compartida con la Argentina y en la Zona Común de 
Pesca que nosotros ya abandonamos por cuarenta y cinco días. ¿Qué hubiera pasado en ese caso? ¿Cómo 
hubiéramos protestado una actitud de esa naturaleza que, por suerte, no se ha dado? Entonces, queda la 
responsabilidad política de saber por qué se dieron esos pasos, por qué quedamos con esa suerte de 
indefensión. Digo esto porque es como retirar a un embajador sin dar explicaciones. 


Sinceramente, tanto que hablamos de defensa de la soberanía nacional, esos son temas que ningún país puede 
abandonar. Si lo que se quería era cambiar los delegados anteriores, el procedimiento lógico y normal hubiera 
sido: "Se van estos, les agradecemos sus servicios a la patria y vienen estos otros que seguirán haciendo 
méritos por sus servicios a la patria también". Pero llevar esta situación a cuarenta y cinco días, ha creado 
confusión. Hemos recibido profusa información y documentación. Se nos han acercado con documentos e 
información y con gran preocupación los operadores de todo esto; los especialistas y los empresarios que 
viven del normal funcionamiento de estas comisiones que administran cosas bastante pesaditas, como la 
Comisión Administradora del Río de la Plata. 


Recuerdo temas que han pasado por el Parlamento y que han desembocado en interpelaciones en Legislaturas 
anteriores por la administración de los canales en el Río de la Plata. Es un tema sustantivo porque hoy 
sabemos -se dio la razón en aquel entonces por los hechos- que había razón cuando se decía que había que 
buscar una solución que no fuera la planteada desde el Poder Ejecutivo de la época. A nosotros nos tocó 
actuar en aquella situación. Hoy día se reconoce que aquellos pasos que se dieron -algunos, por lo menos- 
nunca se debieron dar con aquellas notas reversales. 


Acá no solo hay que tener en cuenta a la Cancillería argentina sino también a la Secretaría de Obras 
Portuarias y Vías Navegables que tiene un papel muy importante y un poderío muy fuerte por las cosas que 
maneja. Está presente su ambición permanente de correr la punta del Canal del Indio, de donde está hoy hasta 
las aguas profundas naturales del Río de la Plata, frente a Piriápolis. Esas cosas posiblemente nos dejarían 
afuera y eso no puede pasar porque, en todo caso, somos socios y tenemos la posibilidad de coactuar en todo 
esto, sobre todo cuando se trata de temas en los que hay que poner recursos. Como esos recursos terminan 
reembolsándose por el cobro de peajes, son inversiones; no implican gastos. Pero para eso hay que estar y no 
podemos quedar ausentes por cuarenta y cinco días de esas Comisiones. 


Quizás se nos diga que la Cancillería no ha perdido control sobre la situación porque ha estado en contacto, 
pero no hay nada como estar en la puerta u ocupando un lugar porque sabe, porque tiene años de experiencia 
o se le ha pasado la información, en el caso de un delegado nuevo. Eso es realmente importante. 


Con el mayor de los respetos, queremos pedir información al Canciller sobre por qué se asumió la actitud de 
cesar a las delegaciones anteriores. Muchos de esos delegados lo tomaron hasta como un agravio personal; 
algunos me lo dijeron. Una cosa es que se cese a uno por razones políticas y se ponga a otro de inmediato y 
otra, que se lo cese y pasen semanas y meses sin nombrarse a nadie. ¿Cuáles fueron las razones que llevaron 
a la Cancillería a dar los pasos que dio y que al día de hoy -salvo que usted nos diga que la lista de las 


delegaciones está firmada desde algunas horas- se mantenga esta situación? ¿Cuál fue el objetivo y la razón 
de haberlo hecho y mantenido durante todo este tiempo? 


Agradezco al señor Ministro que haya esperado este rato para hacer uso de la palabra, pero tenía necesidad de 
decir estas cosas. 


SEÑOR PINTADO.- Quiero hacer una pregunta y manifestar un deseo. 


Hablamos de cuarenta y cinco días. Si la frecuencia de reunión es mensual, los cuarenta y cinco días tendrían 
una repercusión distinta. No sé cuál es el régimen de trabajo de estas Comisiones. Esa es la pregunta. 


Por otra parte, acá se habla de las excelencias que se han tenido, pero el año pasado hubo un episodio que 
lamenté mucho. Se alentó a algún empresario a hacer inversiones que se inauguraron inclusive antes de lo 
previsto en materia de anchoita y resulta que semanas después en esas Comisiones se firma un acuerdo de 
limitación de nuestra producción, favoreciendo a los argentinos y no a nuestra producción. Naturalmente, eso 
va en contra de los intereses nacionales y habla de una descoordinación. En ese sentido, planteé que era 
mejor no tener delegados que tenerlos, porque cuando el país apuesta a aumentar la producción de anchoita, 
los delegados -no sé con instrucción de quién- terminan aceptando condiciones que favorecen a la vecina 
orilla. Realmente deseo que eso no ocurra de nuevo porque me parece que es importante. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- ¿Cuándo ocurrió eso? 


SEÑOR PINTADO.- El año pasado. Ahora llamaba a los empresarios involucrados porque realmente 
fue una cuestión que perjudicó mucho. Se estableció un límite de ochenta toneladas para la anchoita, 
más allá de que hoy hacemos aceite y esa es la idea. 


En definitiva, me interesaría conocer cuál es el régimen de trabajo de esas Comisiones, porque eso podría 
relativizar los tiempos. 


SEÑOR TROBO.- No me voy a poner de maestro ciruela. 


La invitación al señor Canciller era por tres temas. El señor Diputado García Pintos, quien tuvo la iniciativa, 
ya hizo su exposición y el señor Canciller hablará del pasado, del presente o de lo que le parezca, pero hay 
una primera pregunta que es por qué después de cuarenta y cinco días no se han nombrado los delegados para 
las Comisiones, más allá de cuándo se reúnan. Creo que todo fue bien explicado; no tengo por qué defender 
al señor Diputado García Pintos y su tesis. La continuidad o la presencia de las delegaciones uruguayas en un 
tema tan importante y crítico como es la administración de dos tratados de límites no deja de ser algo de 
valor. 


Después veremos si las Comisiones funcionaron o no, pero el tema central es lo que ocurre hoy día. Apelo a 
tener una respuesta en esta primera instancia y después haremos las preguntas pertinentes. Yo también haría 
consultas que prefiero hacer después de que el señor Canciller descargue la respuesta a la pregunta del señor 
Diputado García Pintos, que fue el solicitante de la entrevista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la misma línea del señor Diputado Trobo y entendiendo que la 
convocatoria había sido con expresos dichos, sería bueno evitar los dialogados para que el señor 
Ministro de su respuesta. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Agradecemos la invitación. 


Supongo que en la mesa debe estar un pedido que formulamos a efectos de explicar e informar a la Comisión 
de que se ha avanzado en el tema de la Presidencia "pro témpore" en el MERCOSUR y de la reunión que se 
hizo en Asunción del Paraguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Lo digo para que se sepa; supongo que 
pronto estaremos de nuevo por aquí y así ustedes tendrán la posibilidad de estar presentes. 


La primera información que tengo que dar en torno a las Comisiones mixtas y sobre la Comisión de la 
Hidrovía -en que tenemos participación, pero no es binacional sino multinacional porque hay varios países 
involucrados- es que hoy todas las representaciones uruguayas están constituidas y el Presidente ya ha 
firmado su integración. No sé si prefieren que dé los nombres; quizás les resulte conveniente y en ese caso así 
procederemos. 


Es cierto que hubo un tiempo que se tomó la Administración por decisión del señor Presidente de la 
República. 


También es cierto que durante los meses de marzo, abril y mayo las representaciones anteriores -es decir, los 
integrantes que habían nombrado los Gobiernos anteriores- siguieron actuando dentro de esas Comisiones. 
Me refiero a cuatro de esas Comisiones: a la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, a la Comisión 
Administradora del Río de la Plata, a la Comisión Técnico Mixta del Frente Marítimo y a la Comisión 
Administradora del Río Uruguay. Las otras siguieron con la integración que tenían; se les ha renovado la 
integración al día de hoy. En cuanto a las que fueron removidas por decisión de la Presidencia de la 
República -puedo explicar las razones que militaban para ello-, se debió a que teníamos que darnos un plazo, 
porque no solo se trataba de integrar las Comisiones, sino de saber sobre qué régimen iban a trabajar, qué 
retribuciones iban a cobrar por su participación en esas Comisiones y con qué ritmo iban a actuar. Pienso que 
la decisión del Presidente de la República fue acertada al dejar cesantes a los titulares anteriores en las cuatro 
Comisiones que he mencionado, donde en realidad no se perdió nada porque, afortunadamente, la Comisión 
Técnico Mixta de Salto Grande tiene ingenieros, profesionales y auditores uruguayos. Ha trabajado gracias a 
la bondad de la naturaleza, a pleno pulmón, vendiendo energía a Argentina durante este último mes y medio 
como no lo había hecho antes; en febrero le íbamos a comprar energía a Argentina, pero ahora, gracias a la 
lluvia, le estamos vendiendo. 


Se llegó a esa conclusión porque estas Comisiones, como decía el señor Diputado Pintado, en algún caso 
tenían el ritmo de una reunión cada mes, como por ejemplo, la Comisión Administradora del Río de la Plata, 
con una remuneración fija de US$ 1.000, más el viático correspondiente. También está el caso de la 
Comisión Técnico Mixta de Salto Grande que tenía remuneraciones que, en algunos casos, sumadas a los 
viáticos, alcanzaban a US$ 5.000, US$ 7.000, US$ 8.000 o US$ 9.000 mensuales, lo que significaba una 
erogación enormemente importante para el Estado uruguayo. Pesaba eso, pero también se quería encontrar un 
mecanismo a través del cual no solo se diera una remuneración justa, sino que se pretendía que quienes 
estuvieran al frente de esas Comisiones tuvieran la competencia técnica para poder llevar adelante la 
administración, sin perjuicio de reconocer los méritos o la idoneidad de las personas que estuvieron 
desempeñando los cargos anteriormente. 


El Presidente de la República, el Ministro de Relaciones Exteriores, pero también el señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería, entendieron que, por ejemplo, en la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande 
se debía incorporar gente que tuviera competencia en la materia, porque hasta ahora estuvo administrada por 
personal de origen civil, en su mayoría no relacionado con la materia específica de la energía eléctrica ni con 
la administración de las represas. Digo con todo respeto que pueden ser muy idóneos para desempeñar la 
función, pero parecía que más idóneos podrían ser quienes tuvieran título de ingenieros eléctricos y no de 
abogados, de pediatras -como me acota la señora Subsecretaria- o personas que se dedican al comercio, que 
podrán ser muy honradas y honestas -nadie discute la honradez ni la idoneidad-; consideramos cómo se podía 
hacer mejor. 


En el caso concreto de la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, además de estos factores, estaba el hecho 
de que hubo episodios -ustedes los conocen-, en épocas pasadas, que esta Cámara de Representantes 
examinó, en los que además de adjudicarse la remuneración se adjudicaba el viático por las reuniones que se 
hacían en Buenos Aires o en el lugar, el auto que se usaba para cada uno de los Directores, más la casa 
habitación, que inclusive alguna fue vendida de un día para el otro; no sé si se recuerda este episodio que 
tuvo bastante trascendencia. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Lo recordamos. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Entonces, el Presidente de la República 
indicó que primero debía negociarse con la República Argentina la posibilidad de reducir el número de 
integrantes de la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, porque parecía excesivo que hubiera diez 
miembros para administrar una empresa de esta naturaleza. Podía llegarse a un acuerdo -al cual 
finalmente se llegó- para reducir el número de miembros a tres. Obviamente, fue necesario negociar 
para llegar a este acuerdo y firmar Notas Reversales por las cuales se aceptó por parte de Argentina 
que el número de integrantes fuera tres. Eso llevó a demorar la integración de la Comisión hasta el 
momento en que tuvimos la posibilidad de hacerlo. Hoy ya está hecho y vamos a ponerlo en 
funcionamiento en los tiempos más breves. 


De todas maneras, quiero decir que la vigilancia y el control de la empresa ya están a cargo de los ingenieros 
uruguayos que trabajan en la Comisión, por el personal uruguayo que trabaja allí, que conoce muy bien y nos 
tiene informados al día de lo que ocurre, y por el auditor uruguayo que audita lo que hace la empresa; este es 
un responsable uruguayo nombrado por el Directorio de la empresa. 


Puedo dar una información sobre el criterio con que se va a remunerar -esto no está aprobado; hay que 
aprobarlo mediante una resolución expresa de la Presidencia de la República-: ninguno de los Directores 
ganará un salario, una retribución o un sueldo superior al del Presidente del Directorio de UTE. Parecería un 
poco dislocado -diría- de la realidad que un Director de una empresa en la que, en gran medida, sus productos 
son negociados o consumidos por una empresa uruguaya, gane más que los Directores de la empresa a la que 
está, no subordinada, pero sí vinculada. Ese es el criterio; no es un criterio de amarrete, sino de dedicación 
total, de justicia en la retribución y de importancia del capital que se administra. 


Quiero decir que la Cancillería está al tanto, así como también el Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
de la situación de la represa, en la que hay muchos problemas planteados, heredados de una administración 
que, a nuestro juicio, no ha sido todo lo correcta que debería haber sido, en tanto hay reformas que realizar, 
equipos que sustituir, etcétera; seguramente va a llevar un tiempo bastante largo a los nuevos Directores para 
ponerla en condiciones. 


Esta es una empresa que, como ustedes saben, ha dado muchos beneficios al país, pero como toda empresa 
con una maquinaria que trabaja "a full" en forma permanente desde hace treinta años, tiene desgastes, y hay 
que sustituir maquinaria. Hace dos años hubo una operación -no sé si lo recordarán- para comprar 
transformadores, sobre la base de que si dejaban de funcionar, dejaba de funcionar la represa. Ahora hay un 
problema de tipo funcional con las turbinas -no lo voy a explicar aquí; no me corresponde porque no soy 
técnico en la materia- que va a obligar a hacer un esfuerzo de transformación. Para ello hay dos propuestas, 
una hecha por los argentinos y otra por los uruguayos; la futura administración deberá decidir por cuál opta. 


SEÑOR TROBO.- No comparto los juicios del señor Ministro respecto a que la calidad de un ingeniero 
eléctrico para la dirección de una empresa de estas características es superior a la de un ciudadano que 
no tiene ese título profesional. Quiero dejar constancia de ello. Lo digo, precisamente, por lo que 
expresó el señor Ministro con posterioridad en cuanto a que esta empresa tiene ingenieros que hoy en 
día están informando al Gobierno sobre su funcionamiento; inclusive, hay un auditor. Me parece 
importante dejar esto en claro, porque tampoco las grandes empresas multinacionales eligen para sus 
directorios a especialistas en la materia de la que tratan esas empresas. Muchas veces los directores son 
individuos que tienen representación del capital; lo que importa es el sano juicio y la representatividad 
que tengan para poder conducir el trabajo de una empresa. 


Sobre el otro aspecto que señala el señor Ministro, que también es un juicio de valor sobre la actuación de la 
delegación uruguaya en la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, que es la que administra la empresa que 
produce energía eléctrica, la delegación uruguaya tendrá la posibilidad de discutir y proponer, pero no tiene la 
posibilidad de decidir qué se va a hacer. O sea que las reformas que se señala que no se hicieron en el pasado, 
seguramente estén condicionadas por la decisión que tomó o no tomó la Comisión Técnico Mixta de Salto 
Grande, que es autónoma para tomar esas decisiones, sin perjuicio de que los delegados uruguayos lleven una 
opinión que es la que puede trasladar el Gobierno de Uruguay. 


Por otra parte, todo lo que quieran hacer los nuevos miembros de la Comisión Técnico Mixta de Salto 
Grande por Uruguay dependerá de que lo acuerde la Comisión Técnico Mixta, que es la que resuelve. Me 
parece que admitir que hoy hay una situación crítica en materia de generación por la inacción de las 


delegaciones anteriores de Uruguay en la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande -si así se comprendiera lo 
que el señor Ministro dijo, y eso fue lo que entendí-, es adoptar un arriesgado juicio de valor. 


Espero que hacia el futuro Uruguay tenga una buena gestión en este emprendimiento empresarial binacional, 
que no tiene muchos antecedentes en el mundo, por lo menos cuando fue creado y, por lo tanto, estamos 
haciendo experiencia en una empresa de estas características. Creo que ha funcionado adecuadamente y con 
buenos resultados, no solo para que Uruguay se provea de energía, sino también para vender ese producto. 


Me parecía prudente hacer estas puntualizaciones, porque doy por sentado que no comparto lo que dijo el 
señor Ministro en algunos aspectos. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Quiero hacer una reflexión sobre este tema. 


A diferencia de las otras Comisiones, la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande tuvo dentro de sus 
cometidos la construcción de la represa, su mantenimiento y seguimiento. Pero ha pasado el tiempo -por allí 
está explicado- y están dadas las condiciones para que la parte que tiene que ver con la generación de energía 
pase a UTE y la parte que tiene que ver con el régimen del río, al Tratado de Límites del Río Uruguay, a la 
CARU. Quiero preguntar al señor Canciller si el actual Gobierno explora esa posibilidad. Con ello, 
terminarían las Comisiones de un lado y del otro; no debe ser fácil meter el diente a esto, pero esa es la 
realidad. Ya la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande tendría que haber pasado la parte de generación de 
energía eléctrica a UTE y lo que tiene que ver con el régimen del río, el embalse y demás, a la CARU. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Responderé por su orden. 


Naturalmente, admito que pueda haber personas que no son especialistas en la materia que van a administrar. 
Supongan que yo voy como administrador de una empresa productora de ganado; me crié en el campo, pero 
no trabajo con el ganado ni soy experto en la materia. La noción que tiene el Gobierno es que las personas 
que estén al frente de esa empresa, además de contar con capacidad administrativa y de saber que tienen 
buenos ingenieros que aseguran un buen funcionamiento, puedan sugerir o administrar de tal forma que 
conozcan cómo marcha la empresa en todo momento, más allá de las opiniones de los técnicos que están 
ocupándose directamente de las máquinas. Los técnicos se ocupan de las máquinas y de la administración del 
embalse, pero no de la administración de la empresa. 


Voy a plantear algo de lo que he podido conocer en el curso de los veinte años que estuve en el Parlamento. 
El régimen de funcionamiento de la represa consiste en que cada turbina tiene su mantenimiento y opera 
individualmente. Hay un proyecto para automatizar todo el sistema. Lo que ocurre es que la empresa no fue 
pensada para funcionar como hoy lo hacen las modernas, sino para administrar cada turbina según su 
mecanismo. Hay un proyecto, reitero, para cambiar todo. Pero según un grupo de ingenieros uruguayos no 
hay que cambiar sino modernizar, porque ello importaría un cambio total en la manera de conducir a un costo 
muy elevado. Yo no puedo decidir en torno a eso; lo tiene que hacer la gente que administre la empresa, con 
conocimiento, criterio técnico y escuchando los informes. 


El Presidente de la República, la Cancillería y el Ministerio de Industria, Energía y Minería piensan que es 
mejor que haya técnicos al frente de esa empresa, más allá de que pueda admitir que para manejar ENRO en 
Estados Unidos -lo pongo como ejemplo risible-, se pueda poner a un financista muy competente que termina 
robándole US$ 30.000:000.000. Hay gente que administra muy bien, a veces en su beneficio y a veces en 
beneficio de la sociedad. Acá se trata de eso, nada más. No estoy diciendo que los anteriores directivos -que 
fueron ex Diputados, ex Senadores, médicos- no hayan sido personas idóneas u honestas. Si considerara que 
fueron deshonestas o tuviera alguna acusación que presentar lo haría, pero no lo estoy haciendo. Estoy 
diciendo cuál fue el criterio que usó el Poder Ejecutivo: mejorar la administración, la gestión; adecuar las 
retribuciones a la realidad presente; y reducir el plantel de administradores a un nivel aceptable, para una 
empresa de esa dimensión. 


En lo que tiene que ver con la Comisión Administradora del Río de la Plata -CARP-, debo decir que para mí 
tiene mucho interés, tanto que durante la Legislatura pasada la Comisión de Asuntos Internacionales del 
Senado convocó, en tres oportunidades, al Ministro de Relaciones Exteriores, para que diera explicaciones 
acerca de cómo funcionaba esa Comisión. 


Como se mencionó anteriormente, a raíz de unas notas reversales que se firmaron -si mal no recuerdo, 
cuando el ingeniero Ramos era Canciller, y que motivó una interpelación del señor Diputado García Pintos-, 
la República Argentina pudo extender el Canal del Indio hasta obtener una profundidad de la isobara de 
treinta y dos pies. Esa nota reversal que se firmó contó con la peculiaridad de no indicar la dirección que 
debía tener el trazado sino, simplemente, su orientación. Para dar una idea de cómo se manejó esto, cuando se 
fue a ver la orientación se encontró que el canal desembocaba en el puerto del Buceo. Pero pudimos constatar 
que al Presidente que ha sido designado para esta Comisión Administradora, el Contralmirante José Bello -la 
persona que asesoró en esta materia, que fue Director de la Administración Nacional de Puertos y designado 
Contralmirante por sus servicios a la Constitución de la República al enfrentar el Golpe de Estado de 1973, y 
que informó a la Comisión que analizó este tema en el Senado- no se le ocurrió que bajo la Administración 
anterior y durante varias Administraciones anteriores a esta, -cosa que será sometida a análisis por parte 
nuestra- pudiera ocurrir, sin que la Administración se enterara - después diré por qué importa mucho esto-, 
que el sector argentino no solo llegara al pontón de recalada y a la isobara treinta y dos, sino que siguiera de 
largo y atravesara la zona alfa, que estaba a ocho millas de la costa Uruguaya. No solo la atravesó sino que le 
puso boyas al canal que estaba extendiendo y se pasó ocho kilómetros de la isobara treinta y dos y llegó casi 
a cuarenta y dos pies de profundidad, cosa que fue planteada como impresentable desde el punto de vista de 
la Administración; era impensable que los representantes uruguayos hubieran admitido que esto pasara y no 
hubieran informado a la Armada. 


Nosotros planteamos este tema a la Armada y quiero decir -en su reivindicación- que contestó que se enteró 
del asunto porque descubrió la boyas en la zona Alfa y, naturalmente, las hizo levantar. 


La zona Alfa fue determinada de común acuerdo entre Argentina y Uruguay, a ocho millas de la costa 
Uruguaya -estoy hablando de memoria, me perdonarán si no soy exacto- para que allí se efectuaran los 
trasbordos de los grandes graneleros que no podían entrar al Canal del Indio e ir hasta el puerto de Buenos 
Aires, y que no querían realizar el trasbordo en el puerto de Montevideo para no pagar el peaje de entrada. 
Esta fue una concesión que hizo Uruguay en ese entonces, pero que ahora desapareció. 


La conclusión técnica que nosotros expusimos en la Comisión de Asuntos Internacionales que analizó este 
tema, es que existe una norma consuetudinaria de carácter internacional que permite, después de haber 
llevado una punta del canal a cuarenta y dos pies, llevar la otra punta del canal -es decir el puerto de Buenos 
Aires- también a cuarenta y dos pies, lo que permite que barcos de calado de ese tamaño lleguen a ese puerto. 
Si esto es así el puerto de Montevideo conseguirá pasar a un quinto lugar en cuanto a entrada de 
contenedores, porque cuesta mucho menos bajar trescientos contenedores en un lugar donde se bajan cinco 
mil, que en un lugar donde se bajan solo trescientos, y pagar los derechos de ingreso, entre otras cosas. 


Puedo decir que este puede ser un negocio que ronda en cientos, o en los mil millones de dólares, para darles 
una idea de lo que significó la no correcta administración de este tema. Por este motivo la Comisión creyó 
oportuno nombrar a gente que conociera mucho el tema, elegir como Presidente al Contralmirante Bello y, 
como integrantes, al veterinario Carlos Núñez, al Capitán de Navío Aguiñaga Corbo, al ingeniero José Luis 
Genta -catedrático grado 5 de Mecánica de los Fluidos de la Facultad de Ingeniería- y al Capitán de Navío 
Carlos Gustavo Traverso. Algunos han sido, como ustedes comprenderán, nombrados por el Ministerio de 
Defensa Nacional, dado que para designar estas Comisiones hay que reunir a los distintos Ministerios y 
ponerse de acuerdo con cuáles son las personas más competentes para realizar la tarea. Esto no se pudo hacer 
en una sola reunión sino en varias, que culminaron ahora con la firma de la nominación de estos temas. 


La Comisión Administradora del Río de la Plata no solo tiene que administrar los canales sino también los 
recursos que hay en el Río de la Plata, entre ellos la pesca. Por eso, hay que nombrar, preceptivamente, a un 
representante del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; así lo dice la norma. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- ¿Usted está hablando de la Comisión Administradora del Río de la Plata 
o de la Comisión Técnico-Mixta del Frente Marítimo? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- De la Comisión Administradora del Río de 
la Plata. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Nos encontramos con una situación muy particular. La zona Alfa no es la 
única. Estas zonas, que en realidad se llaman zonas de alijo y complemento de carga, son figuras 


jurídicas que forman parte del Tratado de Límites del Río de la Plata y su frente marítimo. Dos de 
ellas se encuentran próximas a la costa uruguaya y dos próximas a la costa argentina. 


En la zona Alfa -que es la más conocida- solo se podía usar la bandera nacional uruguaya y la bandera 
nacional argentina. En el año 1992 hubo una interpelación a un Canciller debido a que los argentinos habían 
inventado el desembanderamiento provisorio, en un choque de intereses con los sindicatos. En la búsqueda 
permanente de bajar los costos metieron la bandera de conveniencia. Al hacer esto la legislación argentina se 
esfumaba, y por lo tanto cobraban lo que les pagaba la bandera de Panamá, y si no querían se quedaban sin 
trabajo. Entonces, el problema era que estaban violando nuestra soberanía nacional, porque la zona Alfa es 
para nosotros como 18 de Julio y Ejido. Venían cadenas de barcazas desde el Río Paraná y hacían trasbordo 
de carga, es decir, pasaban cantidades industriales de cereales a la panza de un barco enorme llamado "El 
Avilez", ex "Alianza" -si no recuerdo mal-, que se encontraba en ese lugar. ¿Por qué? Porque el barco no 
podía entrar a los puertos del Río Paraná porque el calado no le daba. Entonces lo que se hizo, con 
inteligencia, fue plantear alternativas al puerto de Montevideo. Lo ideal para nosotros -por eso después vino 
la operación Doña Flor, que no salió bien- era que la zona de trasbordo y complemento de carga sirviera para 
que entraran a Montevideo con facilidad. Pero, lamentablemente, no nos pusimos de acuerdo, y utilizaban 
eso. El problema fue que pasaron a violar nuestra soberanía. Porque ese barco pasó a enarbolar la bandera de 
Panamá y, claramente, eso era violar la soberanía nacional porque allí, con esa bandera a bordo, había 
funcionarios argentinos de aduana, de seguridad veterinaria, de seguridad vegetal y de impositiva argentina. 
Es decir, había un grupo de autoridades argentinas que hacían que eso funcionara sin la bandera argentina y 
con la bandera panameña y, por lo tanto, eso era violar nuestra soberanía nacional porque no se estaba 
cumpliendo con el Tratado, donde se establecía que era para uruguayos y argentinos. 


En resumen, Argentina debido a un problema liquidó el tema con los sindicatos, optó por el 
desembanderamiento provisorio de la bandera argentina, poniendo una bandera de conveniencia -en este caso 
fue la de Panamá- y entonces, no se les pagaba a los trabajadores lo que se les tenía que pagar. Pero mientras 
tanto -y es lo que nos molestaba a nosotros- estaban violando nuestra soberanía, y por eso se terminó con las 
zonas de transferencia y complemento de carga. 


En Uruguay se protestó y hubo una interpelación que estaba ganada de antemano, porque los barcos que 
estaban en ese lugar levantaron anclas y se fueron a la zona Bravo, unas horas antes de comenzar la 
interpelación. Cuatro eran las zonas: Alfa, Beta, Bravo y Delta, las dos últimas estaban del lado argentino - 
cerca de Mar del Plata- y no operaban en las mismas condiciones, porque eran mucho más complejas que las 
del lado uruguayo debido a las condiciones climáticas y al régimen del río. Por estos motivos la princesa era 
la zona Alfa. 


Hubo críticas al respecto como, por ejemplo, que se perdió un operador que traía la lavandería del barco, el 
búnker, el combustible del barco, pero podríamos haber perdido mucho más si no se hubiera salvado la 
soberanía nacional. 


Me parece que se hizo bien en mencionar la importancia de estas zonas porque, verdaderamente, reviste una 
importancia sustantiva a los intereses uruguayos. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Yo me referí a la zona Alfa porque fue en 
función de la violación del Tratado que se extendió el Canal del Indio, que pasó encima de la antigua 
zona Alfa, y prácticamente la desconoció, a tal punto -no soy experto en estos temas- que ahora está 
ubicada a unas veinte millas del puerto de Punta del Este, a unos cuarenta y seis pies de profundidad 
donde no hay necesidad de designar ninguna zona, pues allí se puede operar libremente. Aunque hay 
mucho movimiento de mar, es responsabilidad de quienes hacen los transbordos a ese nivel. Esta es la 
explicación de por qué nos tomamos el tiempo correspondiente para analizar esta situación. 


Esta Comisión se reúne una vez al mes. Cada persona percibe US$ 1.000 más los viáticos correspondientes. 
La Administración actual va a tratar de cambiar este régimen no reduciendo la remuneración sino que se 
tendrá en cuenta el servicio que se presta más la compensación correspondiente, adecuándola a la realidad. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Me gustaría saber cómo se arregla el tema de Argentina porque 
allí se rompe la simetría, ya que se le va a pagar un salario desde la perspectiva uruguaya pero 


supongo que la soberanía argentina, arbitra libertad suficiente como para fijar el salario que entienda 
pertinente. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Estoy de acuerdo con usted: la República 
Argentina puede pagar a cada uno US$ 10.000, pero si nosotros lo creemos conveniente, podemos 
pagar US$ 500. Cada sector tiene soberanía para remunerar a sus integrantes como lo crea 
conveniente. Esto no está pactado en los Tratados. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Me pregunto -con la prudencia del caso, dado que hubo 
flexibilidad y amistad con Argentina para explorar el mecanismo de reducción de las plantillas en 
algunas de estas Comisiones binacionales- si no sería prudente, sensato, inteligente, armonioso y 
simétrico procurar que los emolumentos que perciben los funcionarios de los distintos Gobiernos 
tengan un nivel de proximidad. Porque los seres humanos son seres humanos y van a ver que del otro 
lado uno gana 13 y acá 1. Comprendo lo que usted dice: Uruguay comparado con estos países no tiene 
el mismo potencial, pero también están trabajando integrados y realizan tareas y funciones similares. 
Se lo dejo planteado como una inquietud. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- No está planteado por la Administración 
pagar un salario que no les alcance para vivir decorosamente, sino que se les remunere de forma 
decorosa según la función que cumplan y se les retribuya los viáticos que tienen que gastar cuando 
tienen que reunirse. Si tienen que reunirse dos días en Buenos Aires, no les va a alcanzar US$ 50 sino 
que se les asigna US$ 300. Con este dinero no solo podrán estar cómodos en un hotel y alimentarse 
correctamente, sino que podrán regresar a su país. Es decir que el Gobierno va a actuar con austeridad 
pero sin "machetismo", es decir, sin querer ahorrar en los salarios de US$ 10.000 al mes porque con 
esto no se puede pretender salvar al país del déficit fiscal. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- La delegación argentina, ¿también se lleva a tres miembros? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Sí; eso también ya fue acordado con la 
Comisión Técnico Mixta de Salto Grande. En las otras no se modifica el número como sucede, por 
ejemplo, con nuestra Comisión Administradora del Río de la Plata. En cuanto a la de Argentina 
tampoco. La razón por la cual no se cambió el número fue porque las funciones son distintas. En el 
caso de la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande hay que administrar una empresa y, en esta otra, 
los canales. Hay que administrar el respeto a la soberanía, la navegabilidad y el recurso ictícola. Por 
tanto, hay gente que debe tener distintas capacidades para funcionar a diferentes niveles. Por 
consiguiente, se necesita más gente competente. El criterio que seguimos es el de la Presidencia de la 
República -que es compartido por esta Cartera y por la señora Ministra de Defensa Nacional- que 
consiste en que en cada una de estas Comisiones -las que se refieren a las vías navegables- haya gente 
de la Armada, a fin de que no solo se interioricen de la tarea sino también para que sean transmisoras 
de los conocimientos a aquellos que luego ocuparán esos lugares. Si se mantiene el mismo equipo, 
difícilmente se pueda trasladar el conocimiento. Sí se puede lograr si cambiamos su integración y se 
asigna a la gente competente. Un Capitán de Navío está en el antepenúltimo cargo, porque el último es 
el de Comandante de la Fuerza y el penúltimo el de Contralmirante. Se trata de una persona que ha 
hecho la carrera estando treinta años en la Fuerza y tiene conocimiento de la materia. Así se procedió. 


Entonces se nombraron a las siguientes personas: como Presidente, el doctor Álvaro Fernández que actuará 
en nombre de la Cancillería, el Capitán Julio Lamarthée, quien tiene una vasta experiencia en estas 
Comisiones, el Vicepresidente -por disposición obligatoriamente se debe nombrar a un integrante de la 
DINARA- señor Daniel Montiel, y también por la DINARA al doctor Miguel Rey que es biólogo, y por 
Defensa Nacional al Capitán de Navío Fernando J. Silvera. Para ellos también se fijará una remuneración con 
los viáticos correspondientes. 


La Comisión Mixta del Frente Marítimo tiene una importancia muy grande por cuanto es la que negocia la 
cantidad de captura que tiene que realizar cada una de las partes de la riqueza ictícola y, además, la 
posibilidad de administrar los recursos que tenga el fondo marítimo. Ahora con la nueva disposición 
internacional va a tener jurisdicción más allá de las doscientas millas hasta el borde de la plataforma 
continental. En este sentido, no quiero plantear una utopía, pero no sería nada extraño que se encontrara 


recursos naturales, ahora a un costo muy elevado, pero no así dentro de unos años, y que se pueda extraer 
esos recursos. Por lo tanto, hay que contar con gente muy informada y competente. 


En cuanto a la Comisión Administradora del Río Uruguay se nombró como Presidenta a la doctora Martha 
Petruccelli que, como todos saben, fue asesora jurídica de la Administración Nacional de Puertos durante 
treinta años. Es una experta en materia de puertos y de gestión de los recursos marítimos y fluviales del 
Uruguay. También se nombró al arquitecto Ruben Stagno, al biólogo Alfredo Pereira, al ingeniero Eugenio 
Lorenzo y al Capitán de Navío Ernesto Serron. 


Estas son las cuatro Comisiones que tenían suspendido su funcionamiento porque recién hace cuarenta y dos 
días que se hizo el nombramiento de la delegación uruguaya. Ahora van a entrar a funcionar de inmediato 
con nuestra representación. 


Por otra parte, hay tres Comisiones más: la Comisión Mixta para el Desarrollo de la Cuenca de la Laguna 
Merín, que ya ha sido integrada, la Comisión de Desarrollo Fronterizo, para la cual tendremos que designar a 
un sustituto de la doctora Inés Rodríguez, que actualmente y de manera personal es quien lleva adelante el 
control, y la Comisión Mixta para el Desarrollo de la Cuenca del Río Cuareim, donde mantenemos a uno de 
los integrantes y se cambia a dos. 


Falta nombrar a la delegación uruguaya que integrará el Comité Intergubernamental de la Hidrovía Paraná- 
Paraguay. Como todos saben hay un largo itinerario de esta vía navegable que es una de las infraestructuras 
más importantes que tiene el continente, que viene desde el Matogrosso y llega hasta Nueva Palmira. Por 
diferencias entre los países todavía no ha sido posible señalizarla ni convenir el dragado, los peajes, etcétera, 
en forma coherente. Hay problemas con el pago de los prácticos de las zonas respectivas que dificultan la 
administración. Hace poco el señor Ministro de Transportes y Obras Públicas nos informó que en la 
República Argentina, en la vuelta del Paraná, en la zona de Las Palmas para llegar a Nueva Palmira, 
cambiaron el régimen de barcazas. Entonces, en lugar de que la línea tenga veinticinco barcazas, ahora solo 
se permite una línea de quince, lo que duplica el costo del transporte y aumenta la capacidad competitiva de 
otros puertos frente al de Nueva Palmira. Quería señalar esto porque debimos tener mucho cuidado al 
considerar este asunto. 


La Delegación Permanente de la República ante el Comité Intergubernamental de la Hidrovía Paraná- 
Paraguay está integrada por el ingeniero Luis Lazo en calidad de Presidente -en este momento trabaja en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas-, el Embajador José Luis Cancela, que es el Director General de la 
Cancillería, la doctora Martha Petruccelli que tiene que ver con la otra parte de la hidrovía del Río Uruguay, 
el Capitán Julio Lamarthée, que también integra la otra Comisión relativa a las vías navegables, y por el 
Presidente de la Cámara de Navegación Fluvial, el señor Ardao, porque nos pareció que debía integrarse una 
parte del sector privado que se ocupa de este tema y tiene interés en que ello funcione. 


Por último queda por mencionar la Comisión de Límites y Caracterización de la Frontera Uruguay-Brasil; 
todavía estamos considerando este asunto. Allí hay un representante del Ministerio de Defensa Nacional que 
es el Coronel Nelson Santos, persona muy competente en esta materia, pues se trata de un geógrafo militar y, 
además, hemos nombrado a un geógrafo de la Facultad de Ciencias que tiene un doctorado en Burdeos que 
también es altamente competente, licenciado Álvaro López. Esta tarea no es nada fácil; va a ser producto de 
negociaciones muy extensas, delicadas, y quizás se llegará a pelear por un metro de terreno. Esto tiene que 
ver con los límites, el trazado de fronteras entre Uruguay y Brasil. Esto es lo que puedo señalar como 
consideración general. Creo que el país no ha sufrido ningún daño. Sí admito que ha actuado con excesivo 
cuidado en la selección de los nombres. Cuando digo excesivo cuidado digo que nos hemos tomado el tiempo 
necesario, y eso le va a hacer bien. Todavía hay cosas para decidir porque las remuneraciones las tiene que 
firmar el Presidente de la República y no están determinadas. Además, las tienen que aceptar los integrantes 
de las Comisiones. De pronto, encontramos integrantes de las Comisiones que nos dicen que por esa 
remuneración no pueden desempeñar esa función. Creo que no va a ocurrir. Es más bien una tarea patriótica 
la que le estamos pidiendo y no una tarea con la cual se van a enriquecer o sostener a su familia. Es una 
función que el país les pide en aras de la capacidad que tienen para desempeñarla. Estoy hablando de un 
Grado 5, Catedrático de Mecánica de los Fluidos, que ustedes habrán visto en los seminarios sobre el tema de 
los recursos hídricos y demás. Supongo que no va a dejar su cátedra ni la remuneración que tiene de tiempo 
completo en la Universidad de la República por esto. Quizás desempeñe la labor en las condiciones que 
pueda. Este es el esquema. Pienso que lo vamos a concretar; está firmado por el Presidente de la República y 


lo están firmando los Ministros correspondientes. Esta no es una resolución exclusiva de la Cancillería; es 
una negociación que se ha tenido que realizar con los Ministerios de Defensa Nacional, Transporte y Obras 
Públicas y Ganadería, Agricultura y Pesca para ponerse de acuerdo con el mejor equipo, ya que había mucho 
más nombres, dada la cantidad de expertos que hay en la materia. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO- Queremos señalar que el Ministro ha dado una información 
espléndida. Creo que los dos andariveles fundamentales son: austeridad en los gastos del Gobierno e 
idoneidad técnica. Todos los nombres que ha proporcionado -me consta porque conozco a muchos de 
ellos- son de personas adecuadas para desempeñar las funciones. El tiempo que se ha tomado el Poder 
Ejecutivo para estos nombramientos ameritaba la calidad de la función en la persona de quienes han 
sido designados. 


Me resta felicitarlo porque ha sido muy ilustrativo la exposición del señor Ministro. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- A diferencia del señor Diputado Martínez Huelmo, a nuestro entender no 
hay satisfacción sobre lo expuesto por el Canciller. Me refiero al tiempo que se ha tomado el Poder 
Ejecutivo. Lo que yo entendí es que todavía no están nombradas las personas; están prontos los 
nombramientos pero todavía no se han efectuado. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES. El Presidente de la República ha designado 
a estas personas y están firmadas las resoluciones. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Muy bien, pero no están en funciones. 


Creo que es un tiempo excesivo. No es justificación que se reúnan una vez por mes, porque eso debe ser lo 
habitual. Con seguridad que tienen un régimen diferente ante algún accidente en el canal principal o a alguna 
cuestión vinculada a vedas de las especies marinas. Yo desconozco eso y creo que el tiempo que se ha 
demorado no es correcto. Creo que no ha sido un buen gesto para la Argentina. Sé que esas cosas no se miran 
bien. 


Quiero repetir al señor Canciller que la entrega de los cometidos de la Comisión Técnico Mixta de Salto 
Grande está prevista a la CARU, una vez que se considera que sus cometidos han sido alcanzados. Esta 
disposición está establecida en el inciso primero del artículo 56 del Estatuto del río Uruguay de 1974. Si lo 
que se está buscando es el ahorro, creo que en este caso correspondería que la parte de generación de energía 
pase a UTE y lo demás a la Comisión Administradora del río Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El doctor Faraone puede explicar el 
contenido del Tratado que creó la CARU, pero me parece que no es el tema que nos convoca hoy. 


Esto ya es ley. Nosotros en la Legislatura pasada o en la anterior -no recuerdo exactamente- transferimos la 
administración de la energía que proporcionaba la empresa mixta Salto Grande a UTE. Es decir que UTE se 
hacía cargo de la energía y la podía vender a Brasil, Argentina y demás.; la Comisión Técnica Mixta le tiene 
que vender la energía a UTE por completo. Eso está legislado. La materia que hace a la represa es generar 
electricidad para vender la parte correspondiente a UTE, quien dispone desde la propia central, dirigir a la red 
uruguaya, argentina o brasileña, según la conveniencia del momento. Ahora estamos transfiriendo tanto a la 
red argentina como a la brasileña, para compensar y ganar algún dinero con el cual atender las pérdidas que 
nos ocasionó durante algún tiempo tener que emplear combustibles para la producción de energía. Yo sé hasta 
ahí; si me pregunta más a fondo sobre cómo hay que administrar en el futuro cuando no esté más en manos 
de la Comisión Técnico Mixta no sé responder. Eso lo tendrá que responder el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. 


Puedo dar una buena noticia y es que durante los últimos veinte días la presa estuvo soltando 15.600 metros 
cúbicos de agua por segundo para vaciar el embalse a los efectos de poder absorber la cantidad de agua que 
venía del norte, y hacer el reservorio necesario para pasar el resto del invierno. Si se quedaba con el agua en 
el embalse inundaba las ciudades y los campos sin resultado aparente. Esto trajo como problema que algunas 
zonas de Salto y Paysandú se inundaran, con peligro para los vecinos que viven allí. Afortunadamente no 


sucedió nada y se ha conseguido esto que hacía mucho no se alcanzaba. Es decir, maquinar toda el agua que 
era necesaria para mover todas las turbinas. Han respondido bien. Debemos ponerlas al día para que sigan 
trabajando bien. El problema es administrar el recurso de forma más eficiente. Hay varios proyectos que 
estudiarán los nuevos técnicos. 


Además, quiero señalar que a partir del 1” de este mes la Presidencia de la Comisión le corresponde al 
Uruguay. 


SEÑOR PINTADO.- El Presidente señaló la limitación reglamentaria que tenemos. 


Yo me declaro satisfecho y quiero agradecer especialmente al Ministro por haber concurrido una vez más a 
esta Comisión. No esperaba otra cosa en cuanto a quienes quedan satisfechos y a quienes quedan 
insatisfechos. 


Por otro lado, no quiero dejar pasar algunos comentarios. 


Las relaciones con Argentina no se han visto lesionadas por esto. La semana pasada tuvimos al Embajador 
uruguayo en Argentina que justamente hablaba de un panorama exactamente opuesto y nos decía que las 
relaciones con Argentina están en uno de sus mejores momentos históricos. Así que el episodio narrado por el 
Ministro de ponerse de acuerdo en reducir la delegación de la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande está 
hablando de un buen entendimiento y no de una diferencia. Quiero dejar constancia de eso, porque se dicen 
cosas al pasar y no quiero que el titular del diario de mañana sea: "Las relaciones con Argentina se pusieron 
en peligro". Los hechos reales son otros: estamos en uno de los mejores momentos y una muestra de ello no 
son solo las cosas que relató el Embajador sino también el acuerdo de reducir el número de integrantes de la 
Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, lo que requería que ambas partes pudieran llegar a un número 
común, y así lo hicieron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay algunas opiniones que son particulares del Diputado; los industriales no 
están muy de acuerdo con lo que dijo el señor Diputado. Pero no es ese el tema. 


Me gustaría que pasáramos al otro tema. Allí también trata del relacionamiento con la Argentina en algunos 
puntos en particular. Hay unos cuantos aspectos que nos muestran que quizás no estemos en el mejor 
momento de la relación. 


Pero el principal punto ahora es entrar a la problemática de los uruguayos inmigrantes a España, por lo que 
fue convocado también el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Como deferencia especial para usted que 
presentó el proyecto sobre Instituto de Cooperación Internacional de la Municipalidad Uruguaya, 
quiero decir que lo recibimos pero, como se comprenderá, no hemos tenido oportunidad de estudiarlo a 
fondo. Es interesante el tema. En lo que tiene relación con la exportación de productos uruguayos 
estamos trabajando con la Unión de Exportadores y con la Asociación de Pequeñas y Medianas 
Empresas en un emprendimiento privado que la Cancillería va a apoyar dándole sustento. Pero 
tratándose de promoción de exportaciones privadas la Cancillería no puede ser otra cosa que 
facilitadora; no puede intervenir en la negociación específica. 


No sabíamos que el señor Presidente de la Comisión presentaría un proyecto en esta materia; lo felicitamos 
por preocuparse por el tema. Le informo que teníamos pensado ir al Congreso Nacional de Intendentes para 
tratar de que, a través de dependencias que deberían crearse en cada departamento, nos facilitaran la nómina 
de los presuntos pequeños y medianos exportadores, a fin de guiarlos a través de esas antenas exportadoras 
que trataremos de utilizar en ese Departamento 20 que hemos creado para atender a los uruguayos en el 
exterior. La idea es que se conecten directamente con ellos a efectos de ver si es posible hallar espacios para 
exportar. Como ustedes comprenderán, las grandes empresas -frigoríficos, tejedurías de lana, etcétera- tienen 
sus propios gestores de negocios en el exterior desde hace cincuenta o sesenta años; no necesitan que les 
proporcionemos medios ni espacios porque ellos conocen el mercado. 


Insisto: la idea es informar al Congreso Nacional de Intendentes y lograr que cada Comuna actúe en 
consecuencia, porque no podemos invadir la autonomía departamental; deben decidir las Intendencias. Me 
comprometo a darle una opinión sobre el contenido del proyecto en un plazo breve; quise hacer estas 
apreciaciones ahora por deferencia a usted. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradezco mucho, señor Ministro. Me interesa que lea el proyecto, porque 
no trata específicamente de las exportaciones sino de la cooperación, que es un área en la que a 
Uruguay le queda mucho por hacer; no estamos manejando muy bien el tema. 


Personalmente, sigo esperando la respuesta a los pedidos de informes remitidos a todos los Ministerios y a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Tengo cifras no oficiales muy importantes que se manejan en el área 
de la cooperación; los números asombran y hasta suponemos que podrían ser más importantes. 


Creemos que apoyar este proyecto sería una forma de lograr que el Gobierno caminara de la mejor manera 
posible en este campo. Sabemos que el señor Ministro tiene a su lado a alguien que trabajó muy bien en el 
área de la cooperación en la Intendencia Municipal de Montevideo, y esperamos que esto sirva para la 

descentralización del país y para que la cooperación sea manejada como una política de Estado, unificada. 


Durante el mes de agosto trabajaremos en este proyecto y a esos efectos solicitaremos que el señor Ministro 
autorice al señor Director de Cooperación o a la señora Subsecretaria -por su experiencia en el tema-, a 
concurrir a brindar su opinión, junto con la Dirección de la OPP y otros actores nacionales. 


Insisto en que la gran diferencia consiste en hacer las políticas desde los Municipios; los hacedores de las 
políticas son los que tienen que estar en la primera hora de la generación de los pedidos. Por eso en el 
Congreso Nacional de Intendentes debe haber representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Están autorizados desde ya. Quiero 
informar que la presencia del Director de Cooperación se debe, precisamente, a que nos interesaba 
explicar lo que ha venido haciendo en su área. El Director viene desempeñando su cargo desde la 
Administración anterior; de modo que es el que tiene más información acumulada sobre esta materia. 


(Interrupciones) 


——— Me parece muy bien que podamos contrastar la información de que dispone el señor Presidente con la 
que tiene el Ministerio. Sé que hay rubros de la cooperación que no se han manejado bien; no es la primera 
vez que lo digo. A veces el 40% de los fondos de cooperación no llega al destino que tiene asignado, pues se 
queda en auditorías, en contabilidades, etcétera, en ese entramado burocrático infernal que se ha creado a 
través de los años. 


(Interrupciones) 
——— Los cooperantes y los cooperados; vamos a no declarar a nadie libre de culpa. 
Reitero que si el señor Presidente tiene información puede proporcionarla a la Cancillería. 


Lo importante es que lo que se obtiene producto del esfuerzo que hacen las distintas poblaciones sea utilizado 
para los fines que corresponde. Eso dependerá de lo que haga la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que 
es la rectora del mecanismo de cooperación. 


En el día de hoy estuvimos hablando sobre este tema con la Comisaria europea, la señora Benita Ferrero; es 
una de los cuatro o cinco Comisarios más poderosos de la Unión Europea, y estuvo muy interesada en el 
tema de la cooperación y muy dispuesta a trabajar duramente en ese tema. Examinaremos la situación y la 
señora Subsecretaria y el señor Director de Cooperación vendrán a decirles qué pensamos sobre el proyecto, 
pero no tuvimos oportunidad de analizarlo porque lo recibimos recién ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le pediría que, si fuera posible, me fueran respondidos los pedidos de 
informes que cursé a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y a los Ministerios porque, según los 


datos de que dispongo, en el último quinquenio entraron al país más de mil millones de dólares por 
concepto de cooperación internacional. Creo que esto es algo que sabemos todos y, evidentemente, 
genera preocupaciones. Si esas cifras se confirman, este sería el segundo rubro de ingreso de divisas al 
país. 


Es un tema que el Estado debe encarar rápidamente y, sobre todo, en un momento en el cual la inversión se 
está precisando mucho en el país. No podemos seguir dejando que se malgasten recursos y que se ponga en 
peligro, a veces por el mal manejo de los recursos, la política internacional y la visión del Uruguay y la forma 
cómo nos manejamos en el terreno internacional. Si esto se confirma y sabemos que hay un problema grave 
en el manejo de los recursos, será urgente encontrar una solución para este tema porque, en definitiva, es el 
país el que puede estar quedando mal y es la política exterior la que debemos cuidar todos ya que es, 
básicamente, el trabajo de los uruguayos, lo que depende de esa política internacional. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Le voy a pedir, si es tan gentil, "socializar" los pedidos de 
informes vinculados a los asuntos internacionales a los compañeros de Comisión; ¡es que soy amigo del 


papel! 


Por otra parte, me preocupa la carga horaria. Es la hora 17 y 30 y tenemos que entrar en tema. Hay que tener 
en cuenta que la Asamblea General tendrá lugar a la hora 18. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- No se preocupe, señor Diputado, que el 
tiempo es suficiente. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Entonces, adelante. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- De los seis pedidos de informes que se 
formularon a la Cancillería desde el comienzo, tres ya han sido contestados: dos al señor Senador 
Heber y otro que usted ha formulado y que ya salió para aquí. Hay otros que han demorado. Es el caso 
del que formuló el señor Diputado Abdala y que salió a la prensa que se demoró cuarenta días en 
contestarlo. Es cierto, demoramos cuarenta días. ¿Saben por qué? Porque cuando ingresamos a la 
Presidencia, se hizo la fiesta. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Aclare que se está refiriendo al señor Diputado Pablo Abdala. 
Como usted dijo Abdala y somos dos, vamos a discriminar en serio en este asunto. 


(Hilaridad) 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Me quedo con la aclaración que hizo el 
señor Diputado. 


Decía que se demoró porque se tuvo que discriminar las cifras. Protocolo tuvo que hacer una investigación 

para saber quién había pagado la grúa, quién el vallado. Prácticamente, se tuvo que hacer una investigación 
como las que ustedes harían en una Comisión Investigadora del Parlamento. Demoramos cuarenta días por 

eso, porque no queríamos contestar "al golpe del balde", sino señalando exactamente cuánta plata habíamos 
gastado. 


Fuimos bastante ahorrativos en esa materia porque tuvimos la osadía de pagar solo el hospedaje para el Jefe 
de Estado y no al Canciller, con lo cual pasamos bastante vergúenza, pero "aguantamos la vara" porque no 
había dinero. 


(Diálogos.-Hilaridad) 


——- En cuanto al Tratado con España, como saben en los últimos cuatro o cinco meses hemos tenido una 
excitación muy grande en la población por el ingreso de uruguayos y uruguayas a ese país. 


Hasta el presente, España había actuado conforme al "Espacio Schengen", que vincula a determinados 
Estados de la Unión Europea, que creo son ocho. Una vez obtenido el ingreso a uno de esos territorios, se 
puede circular libremente sin presentar documentación en ninguna de las fronteras; es de libre tránsito. 
Simultáneamente con eso, se da la aplicación de una normativa absolutamente restringida en cuanto a la 
migración. Esto en España, en el año 2003, se tradujo en la sanción de la Ley de Extranjería por parte del 
Gobierno del Partido Popular y que reglamentó el Gobierno de Rodríguez Zapatero. 


No me voy a extender en el contenido de esa reglamentación, pero generó una situación bastante difícil para 
muchos emigrantes uruguayos que tuvieron que ir a regularizar su situación, lo que ellos llaman "estar a 
derecho". Para ello había que cumplir una determinada cantidad de normativas que se exigía a los ciudadanos 
uruguayos que estaban indocumentados. Las exigencias pasaban por tener un pasaporte con más de ciento 
veinte días de expedido, un contrato de trabajo aportado a la Dirección de Trabajo, no por el interesado sino 
por el patrón. Esa era una exigencia peculiar porque no debía llevarlo quien quería "estar a derecho" sino el 
que le daba empleo. Supongo que este era el mecanismo para no engañar a la Administración, presentando 
una documentación falsificada, comprada o expedida para esa ocasión y retirada al día siguiente. También se 
solicitaba un certificado de buena conducta, que se expedía por el Ministerio del Interior y se legalizaba en 
nuestra Cancillería. En fin, era un conjunto de exigencias que volvían extremadamente complicada la 
situación de gran parte de los que habían emigrado a España, sin estar sobre aviso de que existía esa 
disposición del año 2003 que surgía a través de la Ley de Extranjería y su reglamentación. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- El documento del patrón, ¿avalado por qué autoridad del 
Gobierno español? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Por la Dirección del Trabajo. 


Tenían que comparecer con el contrato de trabajo certificado por la Dirección del Trabajo. 


No quiero exagerar la cosa. Creo que los uruguayos hemos sido tratados muy bien durante mucho tiempo. No 
tenemos sino que agradecer desde hace treinta años a los Gobiernos españoles el trato que nos han dado. 
Ocurre que esta situación ha dejado un porcentaje, que no sabemos cuál es -no hay manera de hacer un 
censo- de uruguayos indocumentados. Tenemos estimaciones y quiero hacer un reconociminento aquí a los 
consulados uruguayos en Barcelona, en Galicia, en Sevilla, en Madrid y en las Islas Canarias porque han 
trabajado "a full", dado que han tenido problemas todos los días, como nos sucede a nosotros a diario porque 
la gente se queda sin documento y no tiene cómo regresar. Entonces, acude al Consulado y de allí se recurre a 
la Cancillería. Esta es una situación muy difícil porque nos coloca, por ejemplo, a la 1 de la mañana con 
gente que a las cinco de la mañana está retenida en un aeropuerto internacional para el ingreso a España y 
con la posibilidad de ser devuelta. Además, frente a estas dificultades, las familias se contactan con los 
medios de comunicación y esto se transforma en una noticia. 


¿Cómo ha reaccionado la Cancillería frente a esta situación? Esto es lo que les importa a ustedes y les puedo 
decir que ha reaccionado diciendo que la Ley de Extranjería y las limitaciones que la reglamentación impone 
no le caben a los uruguayos en virtud de un tratado firmado en 1870 y ratificado en 1872 y de otro tratado de 
1992 que confieren a uruguayos y uruguayas los mismos derechos que tienen en Uruguay los españoles y las 
españolas. 


Me refiero al derecho al trabajo, a la residencia, a la atención de la salud, es decir, a los derechos humanos 
básicos elementales, y también al acceder, después de determinados trámites, a la calidad de ciudadanos en 
los respectivos países, y adquirir la doble nacionalidad, lo que está admitido por ambos países. 


Esto ha dado lugar a una larga discusión con las autoridades españolas. Quiero decir que el término 
"discusión" no refiere a polémicas públicas y exaltadas; tuvimos conversaciones y trabajo ordenado, 
especialmente con la Directora de Inmigración y Emigración, doctora Consuelo Rumí, sobre el tema de la no 
aplicabilidad de estas normas a los uruguayos. 


Quiero decir toda la verdad. Existían disposiciones -lo pesqué de la memoria histórica del tiempo que estuve 
en España- en el propio Tratado de la Unión Europea que avalaban la posición del Gobierno uruguayo en 
cuanto a que esa legislación no era aplicable a los uruguayos. Ubicamos esa disposición en el artículo 234 del 
Tratado original de la Unión Europea, que establece: "Las disposiciones del presente Tratado no afectarán a 


los derechos y obligaciones que resulten de convenios celebrados, con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente Tratado (...)". Como el Tratado de 1870 había entrado en vigor antes, las disposiciones que la Unión 
Europea adoptare después de él, no tienen vigencia. Digo esto porque ahí está el centro de la polémica que 
tenemos con el Gobierno español. Este se afirma en que la nueva legislación europea lo obliga a no aplicar 
las disposiciones del Tratado de 1870 ni las de 1992, 


Quiero decir que los uruguayos y las uruguayas han recurrido a los Tribunales españoles y tenemos cinco 
sentencias de Tribunales regionales de las Islas Canarias, de Valencia y el último -que me parece que fue 
tratado no muy adecuadamente en forma pública-, de un Tribunal de lo Contencioso, de Logroño; son 
sentencias firmes que no han sido apeladas, y esto es lo curioso. 


SEÑOR TROBO.- ¿La consecuencia de la firmeza de la sentencia ha sido que a esos reclamantes se les 
permitió continuar el trámite común y corriente en el marco del Tratado de 1870? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Exactamente. Eso es lo que mandó hacer el 
Tribunal Supremo de las Islas Baleares; les dio la razón y ordenó a la Dirección de Inmigración y 
Emigración que les otorgara la documentación respectiva. 


Por lo tanto, esos cinco uruguayos no tienen problemas; ganaron el pleito y están en uso de su derecho. 


Ahora bien, ¿por qué esas cinco sentencias no se hacen extensivas al resto de los ciudadanos uruguayos que 
tienen problemas de la misma naturaleza? Porque, para ello, las sentencias tienen que ser apeladas y 
confirmadas por el Tribunal Supremo del Estado, que es el que hace jurisprudencia. Al emitir el fallo el 
Tribunal Supremo, ningún otro Tribunal inferior, sea de rango provincial o regional, podrá adoptar similar 
jurisprudencia. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Qué plazo se tiene? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Estudié Derecho aquí, no en España, pero 
supongo que los plazos para apelar las sentencias deben tener similitud. 


SEÑOR PINTADO.- No lo hacen, porque no quieren hacerlo. 
SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- A mi juicio -muy modesto, pero es una 
interpretación-, no se hizo porque se corre el riesgo de que se confirmen las sentencias. Esto se lo 


hemos dicho a las autoridades de inmigración españolas. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Perdone que lo interrumpa, pero tengo que entenderlo 
jurídicamente. 


Estas cinco sentencias están allí. Alguien tendría que averiguar cuál es el tiempo por el cual, una vez 


transcurrida su vida útil, quedan ratificadas de facto, porque esto pasa con todo tipo de sentencias; no se 
puede recurrir "ad infinitum". Esto es así jurídicamente. Quiero saber cuáles son esos plazos. 


SEÑOR TROBO.- No apelaron. Como dice el Canciller, no apelaron porque si llega la apelación al 
Tribunal Supremo y este confirma la sentencia de los Tribunales inferiores, España va a tener que 


admitir que a todos los uruguayos que reclamen esto se les diga que sí, ya no en un juzgado, sino en las 
oficinas de inmigración. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Permítanme que ahonde en mi curiosidad. 
Entonces, como probablemente el Tribunal máximo no intervenga, necesitamos saber el plazo. Es elemental. 


SEÑOR PINTADO. Si el plazo se deja transcurrir, la situación quedará como está. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Ese es un tema en el cual la Cancillería verá qué hay que hacer. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Todas las sentencias emitidas a favor de los 
uruguayos, y que suponen la vigencia del Tratado de 1870 y la no aplicación de la Ley de Extranjería y 
su reglamentación a ellos específicamente, han quedado firmes porque no han sido apeladas. Ellos ya 
tienen el derecho a residir, a tener el documento de trabajo y, con este la asistencia a la seguridad social 
para ellos y para sus hijos, es decir, a todo lo que es norma para el común de los ciudadanos españoles. 


Lo que nos comunicó la Directora de Inmigración y Emigración es que el Ministerio iba a instar un recurso 
de Casación ante el Tribunal Supremo. Cuando dije que si solo iba a instar significaba que no estaba 
interpuesto, buscaron los antecedentes y me dijeron que ya estaba interpuesto. 


Quiero decir con claridad que nosotros no estudiamos el tema a fondo; lo estudiaron los juristas "ad hoc" que 
tenemos allí, es decir, los que están al lado de la comunidad y trabajan para ellos. En su opinión, la vía no es 
la correcta. Un recurso de casación se interpone ante un Tribunal de Justicia que entiende en el caso. Aquí esa 
es la última instancia que hay en la Suprema Corte de Justicia cuando se ha perdido la primera instancia en 
un Juez Letrado y cuando se ha perdido la apelación en segunda instancia; entonces, se interpone un recurso 
de casación ante la Corte para que se anule la sentencia, pero es por un defecto del derecho fundamental y no 
de hecho. Funciona en ese sentido. Los amigos abogados que han estudiado esto dicen que el mecanismo no 
funciona, porque en el caso de un Tratado habría que declarar inconstitucional el Tratado y no la sentencia 
del Juez que lo dictó conforme a una disposición que es legal. 


De modo que ese es el marco jurídico en el que estamos. Ello no quiere decir que sea un marco de 
tranquilidad, porque en función de las potentes oleadas de inmigración que hay en España, que es la puerta de 
entrada de Europa, desde América Latina pero también desde el Magreb -diría que en forma mucho más 
importante desde el Magreb que desde América Latina-, las situaciones se han endurecido. Y muchas veces la 
aplicación de las normas genera distintas situaciones. Por ejemplo, si el Canciller sale de su casa, camina por 
la calle Germán Barbato y se encuentra con un vecino de sesenta y cinco años que le pregunta ¿qué es lo que 
tengo que hacer para que no me creen problemas cuando vaya a entrar?, le contestaría que no tendría ningún 
problema si lleva el pasaporte, porque no va a trabajar, va a pasear. Si usted lleva el dinero y el pasaporte en 
regla, lo tienen que dejar pasar. 


Quisiera trasmitir tranquilidad a la gente de que nosotros vamos a estar atentos para que no se actúe 
incorrectamente. En el fondo, este tema solo tiene solución desde el punto de vista político; hemos pedido a 
las autoridades españolas un manejo político de tal naturaleza que no genere olas de indignación 


También he pedido a mis compatriotas que no adopten la tesitura más fácil, la más tramposa y la más 
antidemocrática, que es tratar de aplicar a los españoles las reglas que nos aplican a algunos de nosotros, 
porque sería una actitud que tildaría de fascistoide o de discriminatoria, y no debemos olvidar que hay 
muchos españoles que han formado nuestras familias, que son padres y abuelos de muchos uruguayos. Esta 
legislación no solo la aplican los españoles, sino también los italianos. Lo que sucede es que va menos gente 
a Italia porque con el documento italiano se puede entrar en España y la mayoría de las personas que hablan 
español se quedan allí. 


La actitud que nosotros hemos adoptado ha sido la de no entrar en polémica, aunque algunas veces el tema no 
ha sido tratado por la Cancillería en forma muy benevolente, porque hemos tenido que callarnos la boca para 
no aumentar la ola de crispación en torno al tema. Lo que estamos tratando de hacer es que nuestro cuerpo 
consular atienda a aquellas personas que se ponen más nerviosas antes de partir y llaman a la Cancillería 
pidiendo amparo. Nosotros no podemos dar más amparo que la presencia del Cónsul o la Cónsul para que las 
atiendan con corrección en su respectivo lugar de arribo. Creo que, afortunadamente, en estas dos últimas 
semanas no hemos tenido ningún caso, por lo tanto debemos felicitarnos ya que se estaba creando una 
psicosis. Yo les decía a los amigos españoles que, en última instancia, le hace mal a España también, porque 
la gente se retrae de viajar por miedo a que le ocurra un episodio parecido al de algunas personas -no la 
mayoría- que han viajado a ese país. Aproximadamente cincuenta personas han tenido dificultades y han sido 
reembarcadas para aquí. 


Nosotros no podemos proporcionar más explicaciones que estas. Creemos que hay que tratar -como lo 
hicimos desde la Cancillería- de bajar la pelota al piso, solucionar caso a caso y ver cómo vamos haciendo 


entrar en nuestra razón a los que no están de acuerdo con nuestra interpretación de las cosas. A mí me parece 
que las cosas pueden encaminarse correctamente si, por supuesto, no ocurre ninguna barbaridad que 
distorsione el panorama. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Lamento que el doctor Portillo no se encuentre en Sala -me 
imaginaba que el "Departamento 20" iba a estar- porque no me gusta hablar de las personas cuando 
no están presentes. Portillo en algún momento recomendó viajar a España solo en caso de extrema 
necesidad, debido a los problemas que suscitaban las exigencias migratorias de las autoridades 
españolas, y agregó en "El Observador": "Es necesario enfatizar que no hay motivo de alarma para 
las personas que decidan viajar. No hay peligro para sus bienes o su persona física, sino el riesgo de 
tener que regresar a Uruguay y perder lo invertido en el pasaje". Estoy viendo que quizás el señor 
Director General quiera asesorar en algo al señor Ministro, porque ya, a esta altura, tengo percepción 
bergsoniana. Creo que la versión del Canciller dista de ser coincidente con la del Doctor Portillo; yo me 
quedo con la del Canciller. Si tenemos que dar tranquilidad a la gente, démosle tranquilidad a la gente, 
pero para darle tranquilidad a la gente sería bueno que nos la dieran también a nosotros. Lo que el 
Canciller nos hace es una descripción aguda de lo que está sucediendo, pero en términos prospectivos 
de cómo vamos a solucionar el problema de la gente en aquel país, no veo mucha cosa. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Es cierto que frente a la alarma que se 
había planteado se dijo que tuvieran cuidado y viajaran con todos los papeles, pero el Canciller salió a 
los veinte minutos a decir que no había ninguna indicación de la Cancillería de no viajar a España sino 
al contrario, que todo el que tuviera la documentación en regla viajara, porque la Cancillería estaba 
dispuesta a defender sus derechos. 


Este es un episodio menor que se debe comprender en el marco de la crispación que se vivía en ese momento. 
Tengo la costumbre -para mí es buena, a lo mejor no lo es- de ir al piso de entrada, a la sección consular o al 
piso 2* o 3%, para estar con los compañeros que trabajan allí, en lugar de ir directamente al piso 6”. Y todos los 
días veo aproximadamente cien personas legalizando documentos para viajar al exterior, es decir que se ha 
mitigado el chorro migratorio, pero no ha desaparecido. Esto quiere decir que todavía hay mucha gente que 
tiene problemas y opta por la migración. 


A lo que he informado, agrego lo siguiente. Aplicado el dispositivo de "estar a derecho" que ha implantado el 
Ministerio de Trabajo en España tiene un doble objetivo -según lo afirmaba el Ministro Caldera-: legalizar a 
la gente que está indocumentada y, al mismo tiempo, impedir que sean explotados por aquellas personas que 
los tienen en negro, pagándole un tercio del salario y sin aportar a la seguridad social. Con esto se buscaba 
también regularizar la situación de la seguridad social incrementando su recaudación, cosa que efectivamente 
está pasando, porque ya se ha notado un incremento bastante apreciable. De 1:500.000 de indocumentados o 
inmigrantes que había en España, casi 800.000 fueron a buscar su documento. Ahora ha ocurrido que no 
sabemos qué porcentaje. Ustedes recordarán que acá se publicó una cifra, que es la misma que traíamos 
nosotros dada por nuestro Embajador -que había recabado de la Dirección de Migración-; señalaba que un 
42% de los 10.500 que se habían presentado habían obtenido la regularización, y hubo ocho rechazos, nada 
más. No se sabe qué pasó con el resto de los 5.000 o 6.000. Todo indicaría que las cifras no van a variar; 
están en proceso y, seguramente, es más lento porque son los casos más difíciles de resolver o porque se 
encuentran en provincias o lugares donde el trámite es más lento. 


Existen dos mecanismos de arraigo. Si un ciudadano uruguayo ve rechazado su trámite de legalización, y 
tiene un hermano que hace tres años está en España, con la documentación en regla, puede apelar al recurso 
de arraigo por vinculación familiar, que está previsto en la reglamentación como un elemento 
complementario para solucionar los problemas. 


El otro mecanismo para obtener la documentación es el de arraigo laboral, al que el ciudadano puede recurrir 
si tuvo un trabajo hace tres años y puede probarlo. Conclusión: nosotros no podemos hacer una descripción 
de la realidad actual; no se puede hacer una prospectiva. La prospectiva que tengo es la de mi Gobierno que 
es tratar de que la gente no se vaya del país, que encuentre trabajo aquí y se le solucionen los problemas. 
También, debemos negociar a nivel internacional una legislación equitativa que no restrinja el paso de 
nuestra gente y que no obligue a las personas a hacer cosas de las cuales se aprovechan otras personas 
inescrupulosas. 


Antes de que los señores legisladores se enteren por la prensa, quiero informarles que hay una compañía 
pirata -no se la puede denominar de otra manera-, que se llama "South winds" -Vientos del Sur-, que ha 
vendido pasajes muy baratos y quebró. En esta compañía aérea ha comprado pasajes mucha gente y como 
quebró, dejó a muchos de quienes viajaron sin poder regresar. Hemos tenido el caso de dos personas de 75 
años que estaban en Islas Canarias y que no tenían como volver. Entonces, el Canciller dio orden de que se 
pagaran los 400 euros de cada pasaje porque, de lo contrario, se iban a quedar allí eternamente. Esto se hizo 
de modo excepcional porque el Estado en ese momento podía hacer esa erogación y tuvo en cuenta la 
enfermedad de esas personas. 


Quería señalar esto porque después va a salir una publicación al respecto diciendo que hemos gastado dinero. 
Sí, lo hemos gastado y creemos que el Estado hizo bien pues no puede dejar a dos ciudadanos uruguayos de 
75 años de edad a la buena de Dios. De todas maneras, hubo otros ciudadanos que tuvieron que solucionar la 
situación con su propio dinero. Esto fue lo que sucedió con esa compañía que trabaja con ese criterio. 


Por otra parte, estamos pidiendo a las agencias de viajes uruguayas que cuando vendan pasajes informen a 
cada ciudadano de todas las exigencias que se solicitan cuando llegan a destino. 


Esta es la situación y, a mi juicio, la solución es política. Todos ustedes saben de mi larga vinculación con 
España y, realmente, no esperaba que pasara esto. Los uruguayos que residen en ese país, de todos los 
colores, han ayudado a que la situación se amortigile, se suavice y se pueda atender mejor a los compatriotas. 


Creo que esta problemática lentamente se va a solucionar y cuando pase este episodio, solo será un incidente 
no agradable de las relaciones que hemos tenido con España durante tanto tiempo. Para que ustedes tengan 
una idea del volumen de los uruguayos que han solicitado la legalización, alcanza al 2% de los 780.000 
compatriotas que residen allí. 


SEÑOR TROBO.- Lamentablemente no vamos a tener tiempo para escuchar algunas informaciones 
del señor Canciller sobre un tema que nos importa mucho. Se trata de una información periodística 
sobre una denuncia hecha por Uruguay ante la OMC respecto al tratamiento de ciertos procesos 
industriales en Argentina. Pero me gustaría hacer mención a un tema anterior. 


El señor Ministro de Relaciones Exteriores sabe que en este tema todo el Parlamento está de acuerdo con la 
posición que la Cancillería prestigia y que todos nosotros -seguramente también nuestro Partido- vamos a 
hacer lo necesario para ayudar a que este tema se pueda resolver con un objetivo: que se reconozca la 
vigencia del Tratado de 1870, sin perjuicio de lo cual se sigan buscando otras soluciones por parte de las 
personas que están allá o que quieran ir en el futuro. 


De todos modos quiero indicar que algunas de las señales que a veces se dan desde el Uruguay y que ha dado 
el Gobierno, no son buenas. 


El señor Diputado Abdala señalaba declaraciones del señor Portillo. Me cayó muy mal la actitud del 
Embajador de España en Uruguay; muy mal. Me pareció una actitud políticamente inconveniente y de falta 
de respeto por el señor Ministro, por la Cancillería y, sobre todo, cuando se estaba refiriendo al diferendo que 
se había generado en torno a la aplicación del Tratado de 1870, cuando él solicitó audiencia y fue recibido 
por el señor Presidente de la República. 


También me cayó muy mal ver en la prensa que el Secretario de la Presidencia recomienda que la salida de 
estos temas es que España exija visa para poder ingresar a ese país. Me parece que es una cuestión mucho 
más constrictiva que la situación actual. Si bien eso garantizaría que cuando la persona saliera del Uruguay 
estuviera segura de que ingresaría a ese país, de todos modos, se le exigiría un trámite previo que no es 
requerido para ningún otro país Latinoamericano. Entonces, esas señales que generan incertidumbre, también 
son inconvenientes en la forma en que nuestro país tiene que encarar el tema respecto a la opinión pública y 
al propio sistema político. Realmente no comprendí ni entendí cuando el Secretario de la Presidencia dijo que 
esa sería la mejor solución, y me preguntaba si lo habría dicho a título personal, en nombre del Poder 
Ejecutivo o si lo comentó con el Canciller. 


Quiero que el señor Ministro me entienda: esto lo digo con un sentido constructivo porque se trata de señales 
que no parecen claras. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- No voy a hacer ninguna aclaración. Quiero 
señalar que cuando comenzó este proceso tan desagradable, a nivel del Ministerio se dio la orden de 
que sobre este tema solo hablara públicamente el Canciller. Esto se tomó como norma a fin de que no 
existieran cinco opiniones distintas. 


También quiero que ustedes comprendan cómo se siente asediado el personal de la Cancillería, del Gobierno 
y los Diputados y Senadores de la oposición cuando la gente les pregunta por qué no hacen tal o cual gestión 
y hay que darles explicaciones. Entonces, a nivel de la Cancillería y del Consejo de Ministros este aspecto 
está claro; está suficientemente esclarecido. Si las opiniones fueron emitidas en este marco, se realizaron a 
título personal pero no es la opinión de la Cancillería ni del Gobierno. 


SEÑOR PINTADO.- En otras oportunidades hemos tenido episodios de este tipo; creo que hay 
erupciones en ese sentido. A propósito de otro asunto, escribí un artículo relativo a que, a veces, 
decenas parecen multitudes. No voy a atribuir culpas, pero quiero aclarar que a veces la amplificación 
de un hecho que es dramático para quien lo vive, no representa el universo, pero uno queda -según 
como se amplifique- con la sensación del universo. En ese sentido, me parece que la Cámara respondió 
oportunamente y coincido en cuanto a que la solución es política. Cuando se dice que la solución es 
política, nadie está abandonando lo que hemos reclamado. Al respecto me parece que hay una 
coincidencia total: cómo recorrer un camino que nos acerque a la solución. 


Creo que la Cancillería no entró ni va a entrar en un clima de beligerancia porque no es lo mejor. Estoy 
planteando una hipótesis extrema porque no está ni estuvo en la transición uruguaya, en el relacionamiento 
con España ni con ningún otro país manejarse en un clima de esa naturaleza. Nosotros, como Parlamento, ya 
nos hemos pronunciado, pero también lo hicimos con cierto cuidado de no romper los puentes, porque una 
solución política requiere como primer elemento esencial el diálogo. Porque, si no hay diálogo, ¿qué nos 
queda? A todos nos han dolido cosas. Tenemos un debate que el Parlamento tiene que solucionar con relación 
a la Embajada de España, porque no quedó bien la relación. Bueno, en un sistema democrático hay que 
ajustarse a las opiniones. Inclusive, las cifras que se han manejado periodísticamente tampoco contribuyen, 
porque dan sensaciones terribles. Uno lo sospechaba, porque el uruguayo es desconfiado por naturaleza. No 
se arriman al Consulado a decir: "Acá estoy", porque tienen miedo de que digan: "Este es un 
indocumentado". Estamos hablando del 2%. Creo que hay que contribuir de todos lados para ir acercando la 
solución política, y se debe transitar por caminos de diálogo. Para esto tampoco existen plazos, porque éstos 
dependerán de cómo se mueve cada uno. Sí me preocupó mucho la noticia que trascendió a nivel europeo de 
un acuerdo para que entre varios países financien. Si eso ocurriera sería terrible. Esto no nos afecta solo a los 
uruguayos. Eso nos obliga a un camino más político; no tengo ninguna duda de que la solución es política. 
Acá nadie le va a imponer nada a nadie porque el camino jurisdiccional está limitado, salvo que se encuentre 
alguna vía, que habrá que pensar, y tampoco es dable mostrar la estrategia sí se la tiene. 


Me parece que hay que seguir en este camino y que cada ámbito juegue su papel. Nosotros siempre pudimos 
decir cosas que la Cancillería no puede, aunque también tenemos que tener cierto cuidado en no 
comprometer un diálogo que es imprescindible para la solución política. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Quiero decir que es opinión del Gobierno, 
no solo de la Cancillería, tener mucho cuidado en preservar las buenas relaciones que se tienen con el 
Gobierno del Reino de España, ya sea por razones políticas, económicas, sociales, culturales, etcétera. 
Tenemos una larguísima tradición de vínculos de todo tipo, y cualquier actitud inmoderada podría 
conducir a deteriorar y a producir más problemas de los que se han generado hasta ahora. Hay que 
pedir comprensión frente a actitudes que uno no considera correctas. Los que trabajamos en la 
Cancillería podemos cometer errores y nos hacemos cargo; va de suyo que es por la preocupación que 
tenemos y no por otra cosa. Si ahora hay un episodio de calma y transición no debemos excitar la 
cuestión para generar problemas. Si se cometen errores, hay mucho más para perder que para ganar. 
Nosotros no estamos en un plan beligerante en ese aspecto. 


Tenemos problemas mucho más complicados y cerca, como los que planteaba el señor Diputado Trobo. Con 
relación a ese tema no hemos recibido todavía ninguna acción a nivel de la Organización Mundial del 
Comercio. 


SEÑOR TROBO.- Yo me refería a una información de prensa. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El Canciller pidió autorización en el 
Consejo de Ministros para informar a las entidades representativas de los productores de arroz y los 
molineros de arroz -que son los que exportan el arroz uruguayo-, sobre el aval del Estado a la 
interposición del recurso, a fin de que se constituyera un panel, que es una especie de tribunal arbitral 
que se forma a nivel de la Organización Mundial del Comercio cuando se ha violado una de las reglas 
que establecen la libre competencia en el mercado internacional. En el caso del arroz, las dos 
instituciones nos habían solicitado que el Gobierno adoptara una posición al respecto. No alcanza solo 
con que lo hagan las empresas, tiene que estar el aval del Estado. De acuerdo con la evaluación jurídica 
que se hizo, el Consejo de Ministros, con el Presidente ejerciendo su conducción -en calidad de 
integrante del Consejo de Ministros, pero también como Jefe de Estado- dio el aval para que las 
empresas arroceras llevaran adelante esta especie de juicio, basándose en que ante la OMC ya se 
habían presentado los productores de algodón brasileños y ganaron el juicio. En ese caso el Gobierno 
estadounidense ha tenido que rectificar la conducta del subsidio que otorga a los productores de 
algodón, y en la sentencia se menciona que una situación similar ocurre con el arroz. Es decir que la 
posibilidad de ganar el recurso está dada casi por el antecedente que el propio tribunal de la OMC ha 
determinado. Se ha mencionado el caso del arroz como un caso similar al del algodón. 


SEÑOR TROBO.- ¿Cómo puede afectar esto todas las otras relaciones que Uruguay tiene? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Los productores de arroz y demás pidieron 
autorización al Consejo de Ministros porque tienen en consideración el conjunto de la situación. 


Uno puede estar a favor o en contra de las actitudes que el Gobierno de Estados Unidos adopte en materia de 
política internacional, o puede estar en contra de los subsidios que otorgue a determinados productos. 


SEÑOR TROBO.- Estamos todos en contra. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Pero lo importante es que cumple las 
resoluciones de la Organización Mundial del Comercio, y que la OMC no confunde un pleito con un 
ataque antiestadounidense. 


SEÑOR TROBO.- Está bien. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Es por eso que adoptamos esta posición. El 
Gobierno de Estados Unidos entiende esto como una cuestión que afecta las relaciones entre los 
Estados y los particulares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión agradezco la presencia del señor Ministro. 


Obviamente, quedan temas en carpeta. La intención de muchos Diputados era avanzar más en la 
problemática que tenemos con Argentina, inclusive con el Presidente actual. 


Además, queríamos informarle que en el día de hoy se aprobó por unanimidad el acuerdo sobre las relaciones 
cinematográficas con el Gobierno de Canadá, que era intención del Poder Ejecutivo resolverlo rápidamente. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


